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ADMISIBILIDAD

PETICIÓN 1147-05
M.P.C. y Familiares
PERÚ
1 de noviembre de 2010

I. RESUMEN

1. El 14 de diciembre de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una denuncia por fax en la cual se alega la responsabilidad internacional del Estado de Perú por irregularidades y violaciones a las garantías judiciales y al debido proceso en la investigación penal de la agresión sexual perpetrada contra M.P.C. (en adelante también “la presunta víctima”)
, una niña de 13 años de edad, por un particular, en la provincia de Sicuani.  La petición fue presentada por F.P.C., la hermana de M.P.C., y por la organización Manuela Ramos (en adelante “las peticionarias”).
2. Las peticionarias sostienen que los hechos configuran la violación de los siguientes derechos garantizados por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la “Convención Americana”): el derecho a las debidas garantías judiciales (artículo 8), el derecho a la protección judicial (artículo 25) y los derechos del niño (artículo 19), establecidos en la Convención Americana. Las peticionarias igualmente sostienen la violación de los artículos 1, 2, 3, 4 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, (la “Convención Belém do Pará”), y la violación general de las disposiciones de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (“CEDAW”).
3. El Estado, por su parte, solicita que se declare inadmisible la petición dado que no cumple con los requisitos de admisibilidad presentes en la Convención Americana.  Igualmente considera improcedente la petición dado que los hechos no caracterizan violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención Americana.  En este sentido, el Estado alega que durante el proceso penal emprendido en contra del presunto agresor de M.P.C. se respetaron todas las garantías del debido proceso, la presunta víctima tuvo la oportunidad de hacer uso de todos los recursos disponibles, y se le otorgó la debida protección especial en virtud de su condición de menor. Asimismo, considera que el admitir esta petición obligaría a la CIDH a actuar como un tribunal de “cuarta instancia” para revertir un fallo no favorable a las peticionarias. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, la CIDH concluye en este informe que la petición es admisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana decide continuar con el análisis de fondo relativo a la presunta violación de los artículos 2, 8(1), 24 y 25(1) de la Convención Americana, todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos prevista en el artículo 1(1) en perjuicio de M.P.C. y F.P.C.  Asimismo, analizará en la etapa de fondo la presunta violación del artículo 19 de la Convención Americana y del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de M.P.C.  Finalmente, revisará en la etapa de fondo la presunta violación del artículo 5(1) de la Convención Americana en perjuicio de M.P.C. y sus familiares. Con respecto a los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Convención de Belém do Pará, la Comisión tomará estos en cuenta en la medida relevante, en su interpretación del artículo 7 de la misma Convención durante la etapa de fondo, y analizará en el mismo sentido el artículo 9 de dicha Convención. Además, decide notificar a las partes y ordenar la publicación de su decisión en el Informe a la Asamblea General de la OEA. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La petición fue recibida por la CIDH por fax el 14 de diciembre de 2005 y fue registrada bajo el número P-1147-05. La CIDH recibió observaciones adicionales de las peticionarias el 12 de abril de 2006.  El 7 de julio de 2009, la CIDH trasmitió copia de las partes pertinentes de la petición al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30 del Reglamento. La respuesta del Estado fue recibida el 4 de septiembre de 2009. 
6. Asimismo, la CIDH recibió observaciones adicionales de las peticionarias el 29 de diciembre de 2009 y el 27 de mayo de 2010, las cuales fueron debidamente trasladadas al Estado. 
7. El Estado presentó sus observaciones adicionales el 4 de marzo y el 16 de julio de 2010, las cuales fueron debidamente trasladadas a las peticionarias.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de las peticionarias 

8. Las peticionarias alegan que varios derechos de M.P.C. fueron violados durante el proceso penal relacionado al abuso sexual que M.P.C. presuntamente sufrió cuando tenía 13 años de edad.   Aducen especialmente que las autoridades a cargo fallaron en su deber de actuar con la debida diligencia requerida para investigar, sancionar y reparar los hechos de violencia sexual sufridos por M.P.C., lo cual fue particularmente grave en este caso en razón de la minoría de edad de la víctima y el haber quedado embarazada como consecuencia de los hechos.  En especial, sostienen que las autoridades no investigaron debidamente los hechos conforme a lo establecido en la legislación penal; que fueron negligentes en la realización y valoración de las pruebas necesarias para acreditar el delito de violación sexual; que las autoridades judiciales no fueron imparciales durante el proceso; y que el Estado no cumplió con su deber de protección especial de M.P.C. como niña a lo largo del proceso penal.  Asimismo, arguyen que la hermana de M.P.C y su madre F.C.C. han sido víctimas de amenazas por parte del agresor que significan un riesgo para su integridad personal, y que han solicitado la protección del Estado sin haber obtenido una respuesta al respecto.
9. Las peticionarias sostienen en específico que F.U.H., de 37 años de edad, violó a M.P.C. en dos ocasiones, la primera cuando ella tenía 13 años de edad, y la segunda cuando tenía 14.  Al conocer de los hechos, F.P.C., hermana de M.P.C. y de 23 años de edad, interpuso una denuncia el 16 de febrero de 2005 ante la Comisaría de Torocoma de la provincia de Sicuani (en adelante “Comisaría”), alegando que el abuso sexual ocurrió el 13 de abril y el 20 de mayo de 2004 cuando M.P.C. se encontraba durmiendo, y que quedó embarazada como resultado.  F.P.C. asimismo informó que el presunto agresor era amigo de la familia y ayudaba a los padres de M.P.C. con labores agrícolas.  Los intereses de M.P.C. durante el proceso penal fueron representados por F.P.C., quien se constituyó como parte civil en el proceso. 
10. En su declaración inicial ante la Comisaría, la presunta víctima M.P.C. manifestó que fue abusada sexualmente en dos ocasiones mientras estaba durmiendo, que los hechos ocurrieron sin su consentimiento, y que no contó lo sucedido por tener vergüenza y por las amenazas del denunciado hacia ella y a sus familiares. También comunicó que después de los hechos el presunto agresor le dio dinero, golosinas, y galletas para que no les comunicara los hechos a sus padres.  F.U.H. por su parte reconoció ante la Comisaría el haber tenido relaciones sexuales con M.P.C. en dos oportunidades – a finales de abril y a finales de mayo de 2004 - en su domicilio mientras M.P.C. dormía.  También confirmó que la niña que dio a luz M.P.C. el 20 de febrero de 2005 es su hija, y que le dio dinero, golosinas, galletas y frutas a M.P.C.  Reconoció asimismo que el tener relaciones sexuales con una menor es un delito.   Al conocer del embarazo de la presunta víctima en noviembre de 2004, F.U.H. constató que llegó a un acuerdo con los padres de M.P.C. para hacerse cargo de los gastos asociados con la crianza de la niña, y les suplicó que no lo denunciaran ante las autoridades.  
11. Las peticionarias indican que posteriormente a la denuncia, la policía no investigó los hechos de violencia sexual de forma exhaustiva, a pesar de que el inculpado reconoció haber tenido relaciones sexuales con M.P.C. en su declaración inicial ante la Comisaría.  Sostienen que sólo se le practicó un examen médico legal a M.P.C. el 17 de febrero de 2005, el cual no demostró evidencia de lesiones físicas, sin realizarse ningún otro peritaje psicológico o psiquiátrico que pudiera verificar otras posibles secuelas del presunto abuso sexual.
12. Informan que la Comisaría el 24 de febrero de 2005 remitió los resultados de dicha investigación a la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de Canchis (en adelante “Segunda Fiscalía”), quien de forma deficiente formuló la denuncia penal por los hechos de violencia sexual cometidos contra M.P.C. en base al artículo 170 del Código Penal de Perú.  Alegan que el artículo 170 contempla la sanción de la violación sexual de personas mayores de 14 años y establece como elementos del tipo penal la utilización de violencia o grave amenaza para la configuración del delito.  Entienden que dado que el primer acto de violencia sexual ocurrió cuando la presunta víctima tenía 13 años, se debió haber iniciado un proceso penal con base en el artículo 173, el cual no requiere dichos elementos para probar el delito.  Indican que F.P.C. presentó una solicitud de ampliación de la instrucción del proceso confirmando que la primera violación ocurrió el 13 de abril de 2004, cuando la víctima aún tenía 13 años de edad, pero que dicha solicitud fue negada por la Segunda Fiscalía por no existir suficiente prueba.  
13. En consecuencia, las peticionarias aducen que el 10 de junio de 2005, la Segunda Fiscalía emitió un dictamen en el que opinó por el archivo definitivo de la causa, con fundamento en el artículo 170 del Código Penal considerando que no existían medios probatorios contundentes que acreditaran la violación sexual.  La Segunda Fiscalía consideró que no se había probado de forma fehaciente que el procesado hubiera utilizado la violencia o la grave amenaza para tener relaciones sexuales con M.P.C.   Indicó que las declaraciones de los familiares de la víctima sólo se referían al hecho que M.P.C. no tenía una relación sentimental con el presunto agresor, y el certificado médico legal practicado a M.P.C. concluyó únicamente que tenía “himen complaciente, no signos de acto contra natura, gestación aproximada de 39 semanas”.  La Fiscalía alegadamente otorgó mayor peso a la declaración del presunto agresor en el marco del proceso penal en donde asevera que tenía una relación sentimental y sexual consentida con M.P.C., de la cual sus padres conocían y que convivía con ella, y a los testimonios aportados por miembros de la comunidad confirmando esta versión de los hechos.  Durante el proceso penal, M.P.C. rindió declaración judicial, en donde ratificó su declaración ante la Comisaría, además indicando que nunca tuvo una relación sentimental con F.U.H., y que fue sedada por el presunto agresor para facilitar el abuso sexual. 
14. En virtud del archivo de la causa, las peticionarias indican que se solicitó al Juez del Segundo Juzgado Penal de Canchis que emitiera una discrepancia
, por lo que se remitió el asunto a la Fiscalía Superior Mixta Descentralizada de Sicuani (en adelante “Fiscalía Superior”). La peticionaria indica que el 14 de julio del 2005, la Fiscalía Superior, consideró que no existían pruebas fehacientes que demostraran de forma objetiva que el acusado hubiera tenido relacionales sexuales con la presunta víctima empleando violencia o grave amenaza, y se pronunció de igual forma por el archivo de la causa.  Por lo tanto, el Segundo Juzgado Penal de Canchis emitió un auto de archivamiento definitivo del caso, que dejó el delito en la impunidad.  Señalan que ante esta decisión, se interpuso un recurso de apelación que fue resuelto por la Sala Mixta Descentralizada de Sicuani.  El 27 de septiembre de 2005, la Sala Mixta confirmó la resolución apelada que dispuso el archivo de la causa penal, estableciendo que la acción penal era de titularidad exclusiva del Ministerio Público y que el órgano judicial no podía modificar las determinaciones de aquel. 
15. Asimismo, informan que el 6 de julio de 2005 fue presentada una solicitud de garantías personales por la hermana y madre de M.P.C., debido a que al presunto responsable lo dejaron en libertad y comenzó a amenazar a la familia. Indican que no les fue notificada una resolución sobre dicha solicitud.
16. En general, las peticionarias consideran que el Estado violó tanto las garantías judiciales como el deber de protección especial de M.P.C. por su condición de niña, al no realizar las diligencias necesarias para investigar y sancionar los hechos de violencia sexual denunciados.   Sostienen que el proceso penal culminó sin la recopilación de los medios probatorios indispensables para el esclarecimiento de este tipo de delitos, lo cual resultó en el archivo de la causa.  Indican que como sucede en delitos de violación sexual contra las niñas en Perú, las investigaciones “siempre están de lado del inculpado” y los jueces exigen pruebas de las víctimas “imposibles de actuar en esta clase de delitos”, como pruebas de violencia física o resistencia de las víctimas ante la agresión.  
17. Finalmente, las peticionarias señalan que el Estado no garantizó un trato igualitario a M.P.C. en su acceso a las instancias de justicia, en contravención de la Convención Americana, la Convención de Belém do Pará y la CEDAW. Aducen que las autoridades ministeriales y judiciales carecieron de imparcialidad y objetividad en la investigación y juzgamiento de los hechos de violencia sexual, en contravención de los parámetros internacionales de derechos humanos. Sostienen que como ocurre usualmente en los delitos de violencia sexual, las declaraciones de M.P.C. fueron desacreditadas durante el proceso penal y su credibilidad fue valorada en base a estereotipos de género discriminatorios hacia las mujeres.  

B.
Posición del Estado

18. El Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible dado que no cumple con los requisitos mínimos de admisibilidad establecidos en el artículo 47 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 34 del Reglamento, y que los hechos descritos no caracterizan violaciones a los derechos humanos.  El Estado igualmente considera que el admitir esta petición obligaría a la CIDH a actuar como un tribunal de “cuarta instancia” para revertir un fallo desfavorable a las peticionarias dictado en la jurisdicción interna.   
19. En primer lugar, el Estado aduce que los hechos fueron denunciados ante las autoridades competentes quienes realizaron la investigación correspondiente y ordenaron la detención del acusado para asegurar su presencia en el proceso. Sostiene que luego de llevarse a cabo las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos, la Fiscalía concluyó que las pruebas actuadas en el proceso no acreditaban la comisión del delito y la responsabilidad del procesado, ya que no se acreditó fehacientemente la violencia o grave amenaza.  El Estado asimismo asevera que de las declaraciones testimoniales se desprende que el procesado y la menor agraviada se conducían frente a la comunidad como convivientes.  
20. Como medio probatorio, el Estado presenta un informe de la Procuraduría Pública del Poder Judicial, de fecha de 26 de febrero de 2010, sobre el presente reclamo, en donde establece que todo el proceso penal referido se ha seguido con respeto a las garantías no sólo procesales sino constitucionales.   El informe determina que:
Por lo que, consideramos que el Poder Judicial como ente autónomo encargado de impartir Justicia y ejerciendo el Control difuso que le encarga nuestra Constitución Política, ha realizado la investigación judicial durante su etapa de instrucción, la que oportunamente dio mérito a establecer que la conducta realizada por el agente – teniendo en cuenta la ubicación del espacio de la realización del hecho-, no constituía más que una conducta esteriotipada o neutral, ya que es usual en las serranías peruanas la relación convivencial que existen entre personas de mayor edad con personas que – como este caso -, aun no adquieran la capacidad de goce y ejercicio
.

21. El Estado señala asimismo que conforme al delito de violación sexual establecido en el artículo 170 del Código Penal, vigente para la fecha de los hechos, la violencia o grave amenaza constituían elementos normativos necesarios que debían acreditarse para la configuración de la comisión del delito.  En el presente caso no existieron las pruebas idóneas y suficientes que demostraran que el inculpado hubiese tenido relaciones sexuales con la agraviada empleando “amenaza o violencia”. En este sentido, el nexo causal entre el fenómeno delictual y el sujeto imputado debe quedar acreditado de forma irrefutable, lo que no aconteció en este caso.
22. Sostiene que el Ministerio Público es el único titular de la acción penal pública de acuerdo con la Constitución de Perú y la Ley Orgánica del Ministerio Público, y el Poder Judicial sólo puede resolver un asunto cuando existe ejercicio de la acción penal. Por lo tanto, cuando no existe acción penal ni pretensión punitiva del Ministerio Público, “el Poder Judicial no puede compeler a aquel a sostener una pretensión como la aludida y menos arrogarse la calidad de sujeto procesal para modificar dicha determinación”
. Por lo tanto, el Estado sostiene que en dicho caso se respetaron todas las garantías de un debido proceso más aún si se toma en cuenta que la parte agraviada tuvo la oportunidad de recurrir a un superior jerárquico con la finalidad de revisar el fallo, haciendo uso de todos los recursos disponibles en el proceso.  
23.  En cuanto a las violaciones a las garantías judiciales alegadaspor las peticionarias, el Estado entiende que el derecho a ser oído por un juez o tribunal competente establecido en el artículo 8 de la Convención Americana, exige que “todo juez que interviene en un proceso se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de cualquier tipo de prejuicio”
 y se ofrezcan garantías objetivas durante el proceso.  En el presente caso, considera que no se han configurado violaciones al derecho a la protección judicial ya que las peticionarias han sido oídas en todo momento por jueces competentes, imparciales e independientes.  De lo contrario, el Estado sostiene que hubieran operado mecanismos como la recusación establecida en el artículo 31 del Código Procesal Penal. 
24. El Estado asimismo observa que en el proceso se actuaron las pruebas determinantes y que se consideraron pertinentes al caso concreto como el examen del médico legista.  Respecto a la inspección judicial que las peticionarias alegan haber solicitado, el Estado aduce que ésta no llevaría a establecer “la dimensión del injusto, al menos para este tipo de delitos donde el examen médico y su ratificación son más oportunos”
.  Por otra parte, las declaraciones de la presunta víctima como las de su familia fueron tomadas en cuenta, en confrontación con las de los testigos y las del procesado, no habiéndose demostrado que se haya tenido relaciones sexuales con la agraviada cuando tenía 13 años de edad por medio de violencia o amenazas.  Por lo tanto, la Segunda Fiscalía emitió un dictamen el 10 de junio de 2005 en el que consideró que se debía archivar definitivamente el proceso por falta de acreditación de estos elementos (violencia o amenaza) en la práctica del acto sexual. 
25. Asimismo, el Estado sostiene que el Juez realizó la conducción del proceso penal con respeto a las garantías procesales y constitucionales. En este sentido alega que el archivo definitivo del proceso que fue materia de la apelación demostró que el juez tomando en cuenta la garantía de la independencia judicial y el derecho a la presunción de inocencia, establecidos en al artículo 8(2) de la CADH y de la Constitución peruana, optó por sobreseer la acción penal y archivar la causa ya que no se acreditó fehacientemente la responsabilidad del presunto agresor en el hecho denunciado.
26. Respecto de la violación a los derechos del niño, el Estado condena toda forma de vulneración de los derechos de los niños pues su condición exige una protección especial estatal que debe ser entendida como derecho complementario de los demás derechos reconocidos a las personas en la Convención. Considera que el aparato estatal le brindó a las peticionarias el acceso a los recursos, al debido proceso y a tutela judicial debida, por lo que se brindó la atención requerida dentro del proceso penal en su condición de menor.  
IV. ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión 

27. Las peticionarias se encuentran facultadas, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a M.P.C., respecto de quien el Estado de Perú se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Perú es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de julio de 1978, fecha en que se depositó el instrumento de ratificación respectivo, y es igualmente parte de la Convención de Belém do Pará desde el 4 de junio de 1996.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará que habrían tenido lugar dentro del territorio de Perú, Estado parte de dicho tratado. 
28. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana y de la Convención de Belém do Pará ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  La Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.  
29. La Comisión no tiene competencia ratione materiae para pronunciarse directamente sobre violaciones a los artículos de la Convención para Eliminar Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). Sin embargo, de acuerdo con los términos del artículo 29 de la Convención Americana, así como con la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados
, en determinadas circunstancias, la Comisión debe hacer referencia a otras obligaciones bajo el derecho internacional con el fin de interpretar y aplicar las de los tratados del sistema interamericano de derechos humanos
.   
B.
Agotamiento de los recursos internos

30.   El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana establece que para que una petición pueda ser admitida, se requerirá “que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”. Ese requisito se estableció para garantizar al Estado en cuestión la posibilidad de resolver controversias dentro de su propio marco jurídico. 
31. Las peticionarias indican que el 27 de septiembre de 2005, la Sala Mixta Descentralizada de la provincia de Sicuani resolvió el recurso de apelación interpuesto, en contra del archivo definitivo del proceso penal seguido en contra del presunto responsable F.U.H., por lo que se agotaron los recursos internos.  El Estado no controvierte este alegato y no indica otros recursos aplicables. La Comisión observa que, de conformidad con los documentos aportados por las peticionarias, se encuentra acreditado que han interpuesto los recursos disponibles de acuerdo con la legislación interna.  
32. Sobre la base de los factores señalados, la Comisión concluye que los recursos relativos a los reclamos de las peticionarias han sido debidamente agotados de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana. 
C.
Plazo de presentación de la petición

33. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana establece que toda petición debe presentarse dentro de un plazo de seis meses contado a partir de la fecha en que se haya notificado a los peticionarios de la sentencia definitiva que agota los recursos internos. Las peticionarias indican que el 2 de octubre de 2005 fue notificada la resolución del recurso de apelación, que constituía el último recurso a agotar en la jurisdicción interna.  El Estado no controvierte los alegatos de las peticionarias. La Comisión observa que la petición fue presentada el 14 de diciembre de 2005, por lo que se encuentra dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la sentencia definitiva a la víctima, como lo establece la Convención Americana.  

D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales

34. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 46(1)(c) de la Convención Americana.
E.
Caracterización de los hechos alegados

35. Las peticionarias alegan una serie de omisiones e irregularidades por parte de las autoridades ministeriales y judiciales a cargo de la investigación y sanción de los hechos de violencia sexual en contra de M.P.C.  El Estado, por su parte, considera que los alegatos de las peticionarias son infundados y tienen como pretensión que la Comisión actúe como un tribunal de “cuarta instancia”, para lo cual no es competente, ya que las peticionarias pretenden que la CIDH revierta un fallo desfavorable a la víctima dictado en la jurisdicción interna. 
36. Con respecto a los alegatos del Estado, la Comisión reitera lo establecido en su jurisprudencia afirmando que no es competente para revisar las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia y apliquen el debido proceso y las garantías judiciales
.  La Comisión no puede actuar como un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales.  No obstante, dentro del marco de su mandato de garantizar la observancia de los derechos consagrados en la Convención Americana y otros instrumentos interamericanos de derechos humanos, la Comisión es competente para declarar admisible una petición y fallar sobre el fondo cuando ésta se refiere a procesos internos que podrían ser violatorios de derechos garantizados por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará
. 

37. De acuerdo a esta doctrina, la Comisión observa que al admitir esta petición no pretende suplantar la competencia de las autoridades judiciales domésticas para revertir un fallo desfavorable a una presunta víctima, y examinar errores de apreciación que pudieron haber sido cometidos por los tribunales nacionales, cuestiones que corresponden en principio a los tribunales domésticos.  La Comisión en la etapa de fondo determinará si el proceso judicial interno
 cumplió con las garantías del debido proceso y protección judicial, y el derecho de las mujeres a vivir libres de discriminación y violencia en concordancia con los derechos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.   
38. En esta etapa de admisibilidad, la Comisión considera que no corresponde determinar si se produjeron o no las violaciones alegadas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver si los hechos expuestos tienden a caracterizar posibles violaciones a la Convención Americana, como estipula el artículo 47(b) de la Convención Americana.  El criterio de apreciación de estos extremos es distinto al requerido para decidir sobre el fondo de una sentencia dictada en un juicio penal.  La Comisión Interamericana debe realizar una evaluación prima facie para examinar si los alegatos de las peticionarias fundamentan la aparente o potencial violación de un derecho garantizado en la Convención Americana
.  Este análisis tiene carácter sumario, y no implica un prejuicio o avance de opinión sobre el fondo de la controversia. La distinción entre el estudio correspondiente a la declaración sobre la admisibilidad y el requerido para determinar una violación se refleja en el propio Reglamento de la CIDH, que establece de manera claramente diferenciada las etapas de admisibilidad y fondo
.
39. Frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las peticionarias y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH encuentra que en el presente caso corresponde establecer que las alegaciones de las peticionarias relativas a irregularidades y violaciones a las garantías judiciales y al debido proceso podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 8(1) y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de M.P.C. y su hermana F.P.C.   Las peticionarias asimismo alegan que el Estado falló en su deber de protección especial de M.P.C. por su condición de niña al no realizar las diligencias necesarias para investigar y sancionar los hechos de violencia sexual denunciados, lo cual podría configurar una violación del artículo 19 de la Convención Americana.  

 
40. La Comisión asimismo considera que los hechos pueden caracterizar una violación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, dado que las peticionarias sostienen que el sistema judicial peruano no actuó con la debida diligencia requerida para investigar y sancionar los alegados actos de violencia sexual.   Aducen específicamente que el Ministerio Público archivó la causa en base a la ausencia de evidencia de “violencia o grave amenaza” para probar el delito de violación sexual, en contravención con los parámetros internacionales de derechos humanos, dejando el delito en impunidad.  Sobre el particular, la Comisión también considerará iura novit curia en la etapa de fondo, el posible incumplimiento con las obligaciones establecidas en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación a la inclusión de “violencia o grave amenaza” como elementos normativos necesarios para configurar el delito de violación sexual bajo el artículo 170 del Código Penal peruano.
41. Por otra parte, las peticionarias sostienen que la falta de debida diligencia del Estado de investigar y sancionar al presunto responsable de los actos de violencia sexual sufridos por M.P.C., constituyó una forma de discriminación y un menoscabo del deber del Estado de no discriminar y de garantizar un acceso a la justicia en condiciones de igualdad.  Por lo tanto, aunque las peticionarias no hayan invocado el artículo 24 de la Convención Americana, en virtud del principio iura novit curia la Comisión analizará alegatos referentes a presuntas violaciones de dicho artículo en la etapa de fondo.
42. Asimismo, la Comisión observa que corresponde analizar en la etapa de fondo de este asunto, en aplicación del principio iura novit curia, la posible responsabilidad del Estado por violaciones al artículo 5(1) con respecto a M.P.C. y sus familiares.  En este análisis, la CIDH considerará las pretensiones de las peticionarias sobre fallas del Estado en actuar con la debida diligencia requerida para sancionar los presuntos actos de violencia sexual; en no responder debidamente a las amenazas recibidas por M.P.C. y sus familiares; y en los efectos a largo plazo en el entorno familiar de M.P.C. de los presuntos hechos de violencia sexual, y la correspondiente impunidad.  

43. Con respecto a los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Convención de Belém do Pará, estos no constituyen fundamentos jurídicos para admitir la petición, pero la Comisión los tomará en cuenta en la medida relevante, en su interpretación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en la etapa de fondo, y analizará en el mismo sentido el artículo 9 de la misma.
V. 
CONCLUSIONES

44. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos fácticos y jurídicos expuestos en el presente informe, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos por los artículos 2,  8(1), 24 y 25(1) de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1(1), en perjuicio de M.P.C. y su hermana F.P.C.
2. Declarar admisible la presente petición en lo que concierne a presuntas violaciones del artículo 19 de la Convención Americana y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de M.P.C.
3. Declarar admisible la presente petición en lo que concierne a presuntas violaciones del artículo 5(1), en conexión con el artículo 1(1), en perjuicio de M.P.C. y sus familiares.     
4. Notificar esta decisión a las partes;

5. Continuar con el análisis de fondo del asunto; y 

6. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1er. día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.

� La CIDH reserva la identidad de la presunta víctima en base a la solicitud expresa de las peticionarias.  Véase, Observaciones adicionales de las peticionarias, recibidas el 12 de abril de 2006.


� De acuerdo con el artículo 220 inciso c) del Código de Procedimientos Penales de Perú vigente en la época de los hechos, en caso de discrepancia del Juez respecto de la opinión del Fiscal del archivamiento de la causa, se debe solicitar la opinión de la Fiscalía Superior. Véase, Petición inicial recibida el 14 de diciembre de 2005. Anexos. Auto de Discrepancia, Resolución Nro. 20, de fecha 28 de junio de 2005.


� Observaciones del Estado recibidas el 16 de julio de 2010, Anexo No. 1, Informe No. 209-2010-JUS/PPES, elaborado por la Procuraduría Pública Especializada Supranacional.


� Respuesta del Estado de Perú recibida el 4 de septiembre de 2009.


� Observaciones adicionales del Estado recibidas el 4 de marzo de 2010.


� Observaciones adicionales del Estado recibidas el 4 de marzo de 2010.


� Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331, entrada en vigor, 27 de enero de 1980, artículo 31. 


� Ver CIDH, Informe de Admisibilidad No. 93/09, Samanta Nunes da Silva, Brasil, Petición 337-07, 7 de septiembre de 2009, párr. 35.


� Ver CIDH, Informe No. 52/02, Caso 11.753, Fondo, Ramón Martínez Villareal(Estados Unidos), 10 de octubre de 2002, párr. 53; CIDH, Informe No. 39/96, Santiago Marzioni (Argentina), Informe Anual de la CIDH 1996, párrs. 48 – 51.


� Ver CIDH, Informe Nº 42/08, Petición 1271-04, Karen Atala e Hijas (Chile), 23 de julio de 2008, párr. 59; CIDH, Informe No. 52/02, Caso 11.753, Fondo, Ramón Martínez Villareal (Estados Unidos), 10 de octubre de 2002, párr. 53; CIDH, Informe No. 39/96, Caso 11.673, Santiago Marzioni (Argentina), Informe Anual de la CIDH 1996, párrs. 48 – 51; CIDH, Informe No. 54/01, Caso 12.051, Maria da Penha Maia Fernandes (Brasil), 16 de abril 2001, párr. 28; CIDH, Informe de Admisibilidad No. 93/09, Samanta Nunes da Silva (Brasil), Petición 337-07, 7 de septiembre de 2009, párr. 47.


� La Corte Interamericana ha establecido que el “esclarecimiento de si el Estado ha violado o no sus obligaciones internacionales por virtud de las actuaciones de sus órganos judiciales, puede conducir a que el Tribunal deba ocuparse de examinar los respectivos procesos internos, para establecer su compatibilidad con la Convención Americana […] A la luz de lo anterior se deben considerar los procedimientos internos como un todo. La función del tribunal es determinar si el procedimiento, considerado integralmente, se ajustó a la Convención”. Corte I.D.H., Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 199, párr. 44; Corte I.D.H., Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 222.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Herrera y Vargas (“La Nación”), Costa Rica, 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe de Admisibilidad No. 93/09, Samanta Nunes da Silva, Brasil, Petición 337-07, 7 de septiembre de 2009, párrs.49.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros, Chile, 7 de marzo de 2003.





